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Esta fue la conclusión a la que llegaron más de 400 de los prin-
cipales expertos mundiales después de un proceso global de 
consultas de tres años de duración sobre la agricultura del pasa-
do, el presente y el futuro. Con respecto a la última tecnología, la 
Evaluación Internacional del Papel del Conocimiento, la Ciencia 
y la Tecnología en el Desarrollo Agrícola (IAASTD) –nombre del 
cuerpo científico intergubernamental y multilateral– argumenta 
que se necesita con urgencia un cambio de paradigma a favor 
de una agricultura fuerte, multifuncional y agroecológica para 
afrontar las crisis alimentarias y climáticas.

Pero esta recomendación de invertir en alternativas agrícolas no 
se ha atendido. Sin duda representa “una verdad incómoda para 
el establishment agrícola”,2 que ha intentado eclipsar este men-
saje mediante narrativas alternativas que presentan la agricultura 
de monocultivo, orientada hacia la exportación de gran escala e 
intensiva en capital, como la manera más productiva y por tanto 
racional de alimentar al mundo. Esto explica por qué las solucio-
nes que ofrece la industria agraria frente a la crisis alimentaria 
global se han centrado en la expansión de grandes negocios con 
tierras, la agricultura por contrato y otras formas de cadena de 
valor y agricultura controlada por las grandes corporaciones.

Este informe toma en serio el llamamiento para un cambio de 
paradigma a favor de la inversión en alternativas agrícolas al 
identificar un conjunto de diez cambios clave en las políticas 
que se requieren para apoyar y promocionar estas inversiones 
alternativas positivas. El enfoque adoptado es tanto normativo, 
basado en las normas vigentes de derechos humanos, como 
empírico, documentado con ejemplos prácticos de inversiones 
agrícolas positivas sobre el terreno. Con el fin de establecer el 
marco para dicho análisis, se señalan al principio cuatro premisas 
o puntos de partida. El informe termina con una discusión sobre 
cómo estas recomendaciones pueden alimentar las iniciativas 
existentes sobre las políticas y las tendencias reguladoras en 
torno a las inversiones agrícolas, en particular la discusión en 
marcha sobre la inversión agrícola responsable (IAR) en el 
Comité sobre Seguridad Alimentaria Mundial (CSA).3

Introducción: “Seguir 
actuando como hasta 
ahora no es una opción”1



Cambio de políticas: invertir en alternativas agrícolas

4

1 Reclamar el concepto de inversión

En gran parte del discurso convencional, se entiende la 
inversión en términos exclusivamente económicos, como 
la movilización de capital financiero con el fin de generar 
beneficio/rédito. Sin embargo, la inversión en agricultura es 
mucho más que eso. La inversión implica el compromiso de 
recursos múltiples (naturales, humanos, sociales, culturales, 
físicos y financieros) que tienen propósitos también múltiples 
(p. ej., alimentar la fertilidad de la tierra, mantener prácticas 
y rituales culturales o crear oportunidades para la siguiente 
generación de jóvenes rurales). 

No obstante, estos tipos de inversión se desprecian cuando 
se adopta la óptica estricta de la acumulación de capital 
y solo cuenta la generación de beneficio. Este hecho es 

representativo de una ceguera analítica más general, en la que 
ciertas inversiones, en particular las asociadas a la agricultura 
campesina, simplemente no se tienen en cuenta. Visibilizar la 
diversidad de los estilos de agricultura, y en particular las múlti-
ples actividades y funciones que definen la economía política de 
la agricultura campesina, es por tanto esencial. Dentro de este 
ejercicio, debe cuestionarse la supremacía del móvil del benefi-
cio como elemento definitorio de la inversión.

Por lo tanto, es necesario –a un nivel muy elemental– reclamar 
el concepto de inversión. Las inversiones que ignoran los im-
perativos de la reproducción social y que son subsidiadas por 
inmensas deudas ecológicas no pueden considerarse sosteni-
bles. Las inversiones agrícolas positivas son las que construyen 
futuros rurales basados en prácticas agrícolas económicamente 
viables, ecológicamente sólidas y culturalmente apropiadas.

Puntos de partida: 
¿cómo es una 
inversión alternativa 
positiva?

La puesta en marcha del tipo de cambio de paradigma que 
reclama la IAASTD no implica oponerse a la inversión en agri-
cultura, sino redefinirla. Es necesario guiar el debate sobre la 
inversión agrícola arraigándolo en un conjunto preciso de prin-
cipios fundacionales. La economía del libre mercado tiene una 
serie de principios, pero sus recetas discriminan a los pobres, 
los grupos con inseguridad alimentaria como pequeños agri-
cultores y agricultoras, pastores, personas sin tierra, mujeres 
y grupos indígenas. Esta sección identifica cuatro puntos de 
partida que definen qué significa una inversión alternativa para 
ayudar a estructurar las propuestas normativas que siguen.

2 Las inversiones positivas están enraizadas en el 
marco de los derechos humanos

Esto incluye la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, las convenciones de la Organización 
Internacional del Trabajo y la Declaración de las Naciones 
Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas.

Un enfoque basado en los derechos humanos para la inversión 
en agricultura ofrece un anclaje primordialmente distinto al 
ofrecido por la economía del libre comercio. Partiendo de la 
premisa de que todas las personas tienen derecho a alimentos 
en cantidad suficiente, asequibles, nutritivamente adecuados y 
seguros, de acuerdo con el artículo 11 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, se confiere a 
los Estados la obligación de respetar, proteger y hacer efectivo 
el Derecho a la Alimentación.4 Esto no solo atañe a los ciuda-
danos y las ciudadanas que se encuentran dentro del territo-
rio nacional de un Estado. Tal como disponen los Principios 
de Maastricht,5 los Estados tienen también obligaciones 

extraterritoriales de salvaguardar el Derecho a la Alimentación 
de otras poblaciones. Esto incluye la obligación de regular las 
actividades de ultramar de las compañías privadas que depen-
den de su jurisdicción. En este sentido, las implicaciones para la 
inversión agrícola son importantes.

Las obligaciones de los Estados de respetar y proteger definen 
las bases de referencia de las inversiones. La inversión pública 
y privada no debe bajo ninguna circunstancia privar a las 
personas del acceso a la alimentación. La obligación de hacer 
efectivo se refiere a toda una gama de asuntos relacionados 
con la inversión agrícola e insta a los Estados a abstenerse de 
cualquier actividad que amenace el acceso de las personas a 
la alimentación y a tomar medidas activas –utilizando todos los 
recursos disponibles– para asegurar la plena realización del 
Derecho a la Alimentación.

Los derechos humanos no deben considerarse un obstáculo 
para el comercio y la inversión. Más bien deberían servir como 
estímulo para las inversiones positivas que contribuyan a la rea-
lización positiva del Derecho a la Alimentación y al Agua, y a res-
petar todas las normas relacionadas con los derechos humanos.
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3 Priorizar las inversiones por y para los pequeños 
productores de alimentos

De acuerdo con el informe de 2012 sobre el estado mundial 
de la alimentación de la FAO, los agricultores –la mayoría de 
los cuales son pequeños– son responsables de la mayor parte 
de la inversión agrícola y producen la mayoría de los alimen-
tos consumidos en los países en vías de desarrollo.6 Pero se 
cuentan también entre los grupos más pobres e inseguros con 
respecto a la alimentación: el 70 por ciento de las personas 
más pobres del mundo viven en un entorno rural y dependen 
–en grado diverso– de la agricultura para su sustento.7

En este contexto no es suficiente que la inversión solo 
‘promocione’ o genere beneficios compartidos para los 
pequeños productores.

Los pequeños productores y trabajadores del sector 
alimentario, incluyendo a los aparceros, arrendatarios, 
jornaleros, cooperativas, pastores, pequeños agricultores, 
pescadores, personas sin tierra y comunidades indígenas, no 
pueden tratarse como iguales con respecto a otros tipos de 
inversores. Se les debe dar prioridad explícitamente dentro 
del marco de las inversiones y los procesos de toma de 
decisiones. Algunos estudios, incluyendo el informe de 2013 
realizado por el Grupo de alto nivel de expertos en seguridad 
alimentaria y nutrición del Comité de Seguridad Alimentaria 
Mundial,8 han formulado recomendaciones sobre cómo 
se pueden apoyar las inversiones llevadas a cabo por los 
pequeños productores de alimentos, en particular mediante 
políticas e inversiones públicas en tierras, agricultura y 
sustento en las zonas rurales. 

4 El acaparamiento de tierras y recursos debe 
pararse

Las inversiones positivas deben protegerse del acaparamiento 
de tierras y recursos. Esto no está siempre claro: lo que puede 
que uno considere una inversión productiva, el otro lo verá 
como un acaparamiento ilegítimo. Los documentos que deta-
llan políticas tales como las ‛Directrices voluntarias sobre la 
gobernanza responsable de la tenencia de la tierra, la pesca y 
los bosques en el contexto de la seguridad alimentaria nacio-
nal’ (o ‛Directrices sobre tenencia’) ofrecen una herramienta 
para gestionar esta distinción y salvaguardar los derechos 
legítimos de tenencia.9

Las inversiones enraizadas en los principios de la soberanía 
alimentaria y de la tierra son claves para parar e invertir el 
acaparamiento de tierras y recursos. Es decir, deben garanti-
zar el derecho de las personas a definir sus propias políticas 

agrícolas o alimentarias y asegurar que el control de la tierra, 
el agua y otros recursos naturales y productivos estén en ma-
nos de las personas que trabajan, cuidan y habitan la tierra.10

En resumen, estos tres puntos de partida representan las 
bases referencia que definen qué significa una inversión 
alternativa positiva, es decir:

1.	 que esté enraizada en el marco de los derechos humanos

2.	 que esté basada en un concepto holístico de inversión 

3.	 que priorice las inversiones por y para los pequeños 
productores de alimentos

4.	 que sea capaz de parar e invertir el acaparamiento 
de tierra y recursos

La siguiente sección identifica diez cambios de política clave 
necesarios para hacer realidad las inversiones alternativas 
positivas.
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2

El Derecho a la Alimentación  
y al Agua debe recogerse en  
las legislaciones nacionales.
Los Estados deben desarrollar planes de acción en los 
cuales detallen la forma en que prevén hacer efectivo el 
Derecho a la Alimentación y al Agua. La coherencia nor-
mativa debe asegurarse mediante evaluaciones previas 
de los efectos potenciales de las políticas, los programas, 
los proyectos y las inversiones pertinentes. Los Estados 
originarios de inversores que invierten en el extranjero 
tienen también obligaciones extraterritoriales de asegu-
rar que estas inversiones no violen o minen el Derecho  
a la Alimentación y al Agua de las poblaciones locales.

La reforma agraria acelerada en Zimbabwe 
y la ‘acumulación desde abajo’

El programa de reforma agraria acelerada en 
Zimbabwe ha transformado radicalmente la estructura 
agraria del país; antes, más de la mitad de la tierra 
agrícola estaba controlada por grandes productores 
comerciales y ahora, en cambio, predomina la agricul-
tura mixta de pequeña escala.12 Utilizando sus propios 
ahorros, habilidades y recursos, los beneficiarios 
de la reforma agraria están realizando inversiones 
productivas en los nuevos asentamientos. Estas in-
versiones –en desmonte de tierras, granjas, riego, 
equipo agrícola, ganado, vallado, etc.– incrementan 
significativamente el valor y el potencial productivo de 
la tierra.13 Esta forma de ‘acumulación desde abajo’ es 
testimonio del empuje emprendedor de los pequeños 
agricultores de Zimbabwe y contrasta con el argu-
mento de que la ‘acumulación desde arriba’ –es decir 
el tipo de inversiones intensivas en capital asociadas 
con la agricultura a gran escala– es el único medio 
viable para desarrollar y modernizar la agricultura.14

Cambios de políticas:  
diez propuestas para 
promover inversiones 
alternativas positivas11

Las reformas (re)distributivas de 
tierras son una de las principales 
herramientas normativas que los 
Estados pueden utilizar para asegurar 
el acceso equitativo a los recursos 
naturales y de tierras.
A la vez, apoyan los sustentos rurales, combaten la 
pobreza rural y fomentan el desarrollo rural inclusivo.
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3 Los Estados deben reconocer, proteger y 
salvaguardar todos los derechos legítimos 
de tenencia, incluyendo los que actualmente 
no están protegidos por ley y en particular 
los derechos de las personas más 
vulnerables y marginadas.
Las inversiones positivas deben asegurar que los recursos 
naturales y de tierras se salvaguarden para la próxima 
generación de juventud rural. Las adquisiciones y los 
arrendamientos de tierras a gran escala que cercan y se 
apropian de tierra, agua, pesquerías y bosques, a menudo 
durante generaciones, no pueden por tanto considerarse 
sostenibles. Las políticas nacionales deben evaluarse de 
acuerdo con las Directrices sobre tenencia. Un primer paso 
importante es que los Estados establezcan plataformas 
multilaterales, lo que incluye a la sociedad civil a nivel local, 
regional y nacional, con el fin de controlar y evaluar la 
implementación de dichas Directrices.

Los Estados deben desarrollar 
políticas, instrumentos jurídicos y 
mecanismos de apoyo específicos con 
el objetivo de impedir la degradación 
de los recursos genéticos de los 
alimentos y la agricultura y proteger 
los sistemas tradicionales de 
conocimiento e intercambio.
La integridad de los pequeños productores y las 
pequeñas productoras de alimentos depende de su 
capacidad de cultivar semillas autóctonas, pesquerías, 
variedades de plantas y razas animales. Se deben 
prohibir todas las formas de patentar y otras medidas 
que restrinjan los derechos de los agricultores al libre 
acceso, la utilización y el intercambio de semillas, 
variedades y razas autóctonas.

Redes de semillas autóctonas en Europa

En toda Europa, redes de semillas autóctonas reúnen a 
agricultores familiares, colectivos, movimientos de agricul-
tores, investigadores, agrónomos y ONG que intercambian 
semillas adaptadas localmente. Uno de los ejemplos em-
blemáticos es la cooperativa La Verde de Villamartín en 
España. Fundada en 1987, la cooperativa ha abierto nuevos 
caminos en la agricultura ecológica en el sur de Andalucía, 
basada en la reproducción de semillas adaptadas al entor-
no local.15 La cooperativa consta de seis familias que traba-
jan 14 hectáreas de tierra y ha llegado a ser el mayor banco 
de semillas del país. De acuerdo con los principios de la 
agricultura ecológica, La Verde adopta un enfoque holístico 
para la selección, el almacenamiento y la multiplicación 
de las semillas adaptadas en las tierras de la cooperativa. 
Mediante su implicación en las distintas formas de inter-
cambio entre agricultores, la mejora participativa de plan-
tas y programas experimentales, junto con su integración 
en Red de Semillas, La Verde asegura el flujo libre de ma-
teriales genéticos.16 Los comerciantes y consumidores de 
alimentos locales se movilizan también en esta red, ya que 
los cooperativistas de La Verde suministran sus productos 
hortícolas a las tiendas ecológicas, mercados y grupos de 
consumo locales. Por último La Verde funciona como un 
‘eje de conocimiento’ y actúa como un centro de formación 
para los investigadores y productores jóvenes al acoger a 
visitantes, organizar talleres y preparar ensayos sobre la 
selección y gestión de las semillas de los agricultores.17
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En vez de grandes subvenciones a 
la agricultura industrial, las políticas 
e inversiones públicas deberían 
centrarse en apoyar la agricultura 
ecológica y las formas agrícolas de 
bajos insumos externos que practican 
millones de pequeños productores  
de alimentos en todo el mundo.
Las inversiones positivas en la agricultura se basan 
en sistemas agrícolas ambientalmente sostenibles 
que conservan y aumentan la fertilidad de la tierra, 
protegen la biodiversidad, utilizan recursos de agua 
dentro de límites sostenibles y contribuyen a la 
reducción y atenuación del cambio climático.

El movimiento agroecológico campesino a campesino

El movimiento campesino a campesino (MACAC) se originó 
en Cuba, donde pequeños agricultores estaban en primera 
línea de la transición de Cuba de la agricultura industrial de 
grandes insumos y orientada a la exportación hacia la agricul-
tura ecológica. Basada en técnicas y prácticas locales –tales 
como el uso de fertilizantes orgánicos, formas biológicas de 
control de plagas y la tracción animal– la revolución agroeco-
lógica de Cuba se expandió mediante intercambios campesino 
a campesino que habían tenido éxito en métodos agroecológi-
cos específicos al trabajar con otras familias campesinas del 
país mediante intercambios y demostraciones.18 El proceso 
descentralizado y no jerárquico del MACAC de difusión de 
conocimiento e innovación ha tenido tanto éxito que La Vía 
Campesina19 –el movimiento campesino mundial– lo considera 
ya un movimiento global de cambio social. También lo apoyan 
numerosos programas gubernamentales de todo el mundo. 
El Gobierno de Malawi, por ejemplo, contempla introducir una 
‘subvención a la sostenibilidad’ por la que las subvenciones 
de fertilizantes se asociarán con inversiones en agrosilvicul-
tura (la integración de árboles que renuevan la fertilidad de la 
tierra y mejoran su salud dentro de los sistemas agrícolas).20 
Esto no solo aliviaría las restricciones/limitaciones a las que 
se enfrentan los pequeños agricultores, sino que también 
brindaría al Gobierno de Malawi una estrategia alternativa a 
los subsidios de fertilizantes al facilitar los sistemas agrofo-
restales la base para una gestión sostenible de la tierra. 

Las políticas públicas pueden 
ayudar a fortalecer los sistemas de 
alimentos locales además de abrir 
‘nuevos mercados’ para pequeños 
productores de alimentos que 
ofrecen precios estables y 
rentables mediante, por ejemplo, 
las adquisiciones públicas.
Las inversiones positivas consolidan y apoyan la 
creación de sistemas de alimentos locales fuertes. 
Estos dependen de redes cortas de productor a 
consumidor y evitan la necesidad de los interme-
diarios que se apropian a menudo de gran parte del 
valor añadido, lo que aporta mayores ingresos al 
agricultor. También reducen los espacios entre lo 
rural y lo urbano, acercan la agricultura a la ciudad, 
ayudan a los agricultores al permitir que los con-
sumidores compartan los riesgos de la producción 
agrícola y ofrecen alimentos sanos y nutritivos a las 
comunidades locales.

Creando nuevos mercados: el programa brasileño 
de seguridad alimentaria

El Estado brasileño se ha especializado en utilizar las po-
líticas públicas para abrir nuevos espacios de mercado a 
los pequeños productores pobres a través de su programa 
de comedores escolares y el programa gubernamental de 
adquisición de alimentos (PAA). Al amparo del programa de 
comedores escolares, cada municipalidad brasileña recibe 
diariamente una subvención por cada alumno registrado 
durante 200 días al año con el requisito de que el 70% de 
las adquisiciones de las municipalidades sean alimentos 
básicos y no tratados y que el 30% de los alimentos com-
prados procedan de las familias agrícolas locales.21 El PAA, 
por su parte, requiere la adquisición pública de alimentos 
–por el Estado, las escuelas, los hospitales o los restau-
rantes– producidos por pequeños agricultores agrupados 
en asociaciones y registrados en la Compañía Nacional de 
Abastecimiento, lo que beneficia a más de 300.000 familias 
agrícolas pobres, alrededor de 10% del número total de las 
familias agrícolas de Brasil.22
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El Estado debe jugar un papel 
clave en la regulación de los 
acuerdos de contratación.
Actualmente existe una tendencia creciente a invertir 
en los llamados ‘modelos comerciales incluyentes’, 
como los programas de agricultura por contrato o las 
asociaciones público-privadas. Sin embargo, los lími-
tes y riesgos de estos modelos deben reconocerse. 
Los Estados son responsables de poner en marcha 
la reglamentación adecuada para asegurar que los 
trabajadores y los agricultores por contrato tengan 
derecho a la negociación colectiva, un sueldo digno, 
un entorno seguro de trabajo, horarios laborales ade-
cuados, etc. Es fundamental que las organizaciones 
de pequeños agricultores –tales como las cooperati-
vas– reciban apoyo adecuado con el fin de fortalecer 
su derecho a la negociación, no solo en términos de 
precio y calidad, sino también para mejorar el acceso 
a los activos de infraestructura, maquinaria, insumos 
agrícolas, financiación y tecnología. Los contratos  
deben estar sujetos a revisiones y valoraciones  
periódicas e independientes.

Kuapa Kokoo y el poder de las cooperativas

Kuapa Kokoo es una cooperativa en Ghana de aproximada-
mente 68.000 agricultores que se dedican al cacao.23 Kuapa 
Kokoo estableció Kuapa Kokoo Ltd., una compañía registrada 
de comercialización de cacao que compra el cacao a la Junta 
de Comercialización del Cacao, un organismo paraestatal que 
depende de la Junta del Cacao de Ghana. Kuapa Kokoo Ltd. 
tiene una estructura cooperativista. Su propietario es el sin-
dicato de agricultores de Kuapa Kokoo, en el que los mismos 
agricultores de cacao tienen voz e influencia en las decisiones 
de gestión. Kuapa Kokoo Ltd. está registrada también como 
una compañía de comercio justo. Esto implica que el sindicato 
de agricultores de Kuapa Kokoo recibe tanto un precio mínimo 
garantizado de 1.600 dólares por tonelada de granos de cacao 
como una prima social fijada en 150 dólares por tonelada.24 
El Consorcio de Agricultores de Kuapa Kokoo gestiona las 
primas pagadas sobre el precio del cacao de comercio justo 
y las canaliza hacia proyectos de desarrollo comunitario. 
Entre otras cosas, se ha invertido en la construcción de po-
zos, escuelas, instalaciones médicas y proyectos que apoyan 
actividades que generan ingresos para mujeres.25 También 
se ha invertido en los últimos años en la financiación del 
departamento de investigación y desarrollo de Kuapa Kokoo, 
que se ocupa de la educación y formación de los agricultores 
y el fortalecimiento de la afiliación, gobernanza y estructura 
democrática de la cooperativa, factores críticos para la soste-
nibilidad a largo plazo de la iniciativa.26 Aunque Kuapa Kokoo 
sea más la excepción que la regla, sí demuestra el poder de la 
estructura cooperativista que ha permitido a Kuapa Kokoo dis-
frutar de mayor poder de negociación que si los agricultores 
del cacao hubieran trabajado individualmente. Además, se ha 
beneficiado de la financiación de sus socios y de que a estos 
se les haya facilitado el acceso a los mercados.

Las inversiones públicas pueden jugar 
un papel importante en la creación de 
un entorno de capacitación que permita 
a los pequeños agricultores invertir.
Esto se puede conseguir mediante la provisión 
de servicios públicos como son agua potable, 
saneamiento, educación, electricidad, comunicaciones e 
infraestructuras de transporte. También pueden ayudar 
a fortalecer la resistencia de las comunidades rurales 
mediante coberturas sociales como transferencias de 
dinero en efectivo, planes de jubilación, seguros y otros 
sistemas de seguridad social. Las inversiones positivas 
se sirven de las sinergias entre la inversión pública en 
tierras, agricultura y el desarrollo rural y las inversiones 
realizadas por pequeños productores de alimentos.
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9 Los Estados deben regular 
sus mercados nacionales 
para estabilizar los precios.
Los Estados deben intervenir frente a los precios de 
alimentos altos, volátiles e imprevisibles que amena-
zan la seguridad alimentaria y entorpecen la inver-
sión. Esto se puede conseguir mediante la regulación 
del comercio, la fijación de garantías sobre los pre-
cios, la prohibición de la especulación con los precios 
de los alimentos y la gestión de reservas públicas.  
Las reservas públicas, en particular, pueden ser una 
herramienta útil para mejorar el acceso a los alimen-
tos y su distribución. Pueden reducir la volatilidad de 
los mercados de productos agrícolas, apoyar precios 
más rentables para los productores, estimular la pro-
ducción e inversión agrícolas, evitar y reaccionar ante 
las emergencias alimentarias, facilitar un mercado 
para pequeños productores y crear una fuente fiable 
de alimentos para las redes que proporcionan seguri-
dad a la sociedad.

Una clase de historia: la política de precios de los 
alimentos en Indonesia

Para asegurar el acceso al arroz a precios asequibles para los 
consumidores pobres y precios rentables para los producto-
res, la Agencia de Logística Alimentaria de Indonesia BULOG 
(Badan Urusan Logistik) implantó una política de precios máxi-
mos y mínimos. Esta política de rango de precios se basaba en 
cuatro grandes elementos: i) control monopólico del comercio 
internacional de arroz; ii) adquisición pública de arroz para in-
crementar el precio mínimo en los mercados rurales; iii) gran-
des instalaciones logísticas –lo que incluye una red nacional de 
almacenes– para acumular existencias públicas utilizadas para 
defender un precio máximo en los mercados urbanos; iv) in-
versión pública en el sector del arroz, incluyendo instalaciones 
de regadío, infraestructura de mercado, nueva tecnología apli-
cada al arroz, insumos subsidiados, asesoramiento técnico e 
investigación.27 En este programa de estabilización de precios, 
las existencias públicas juegan una parte integral, actuando 
como un mecanismo de equilibrio para controlar las fluctua-
ciones en la producción y el consumo de arroz.28 El programa 
de estabilización de precios de Indonesia puede considerarse 
por muchas razones como altamente positivo: “La producción 
de arroz se incrementó en torno al 150 por ciento entre 1968 
y 1989 e Indonesia –que solía ser el mayor importador del 
mundo a mediados de la década de 1970, a menudo recibiendo 
de fuera una quinta parte del arroz consumido– alcanzó la 
autosuficiencia en 1984 (…) La pobreza rural cayó del 40 por 
ciento en 1976 al 21 por ciento en 1987, y se produjo una gran 
mejora en la seguridad alimentaria; el porcentaje de personas 
que padecía malnutrición descendió del 24 por ciento (de 1979 
a 1981) al 13 por ciento (de 1995 a 1997)”.29

La toma de decisiones en torno a las 
inversiones se debe abrir para involucrar 
a las personas más afectadas por ellas.
Esto no solo significa reconocer el principio del consentimiento 
libre, previo e informado y garantizar mecanismos de recla-
mación y apelación; los pequeños productores y sus organi-
zaciones deben estar estrechamente vinculados con la for-
mulación de políticas y las discusiones en torno a la inversión. 
La transparencia y el cumplimiento del Estado de derecho son 
condiciones necesarias pero no suficientes para que las inver-
siones sean positivas. Solo se pueden considerar inversiones 
positivas aquellas justas, democráticas y que incorporan los 
principios de la supervisión y la rendición de cuentas.
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Gráfico 1. Tres tendencias regulatorias que rigen las inversiones en tierras y agricultura

1.	Regular para facilitar

a.	 Eliminar obstáculos para 
la inversión (corporativa) 
a gran escala 

b.	Buscar protección para  
los inversores mediante,  
p. ej., tratados bilaterales de 
inversión (TBI), mercados de 
tierras abiertos y eficientes, 
títulos de tierras claros y 
derechos de propiedad 
privada

2.	Regular para mitigar

a.	 Aplicar salvaguardias en 
el caso de inversiones que 
entrañan el traspaso a gran 
escala de derechos de tenencia

b.	 Inversiones públicas y privadas 
‘sensibles con los pequeños 
productores’

c.	 Modelos empresariales 
‘inclusivos’, cadenas de valor y 
asociaciones público-públicas

3.	Regular para detener y revertir 

a.	 Priorizar las inversiones por 
y para los productores de 
alimentos a pequeña escala

b.	Papel clave para las inversiones 
públicas de apoyo 

c.	 Control sobre las tierras, las 
aguas, la pesca, los bosques y 
otros recursos productivos y la 
toma de decisiones sobre las 
inversiones en manos de los 
pueblos trabajadores rurales

Nota: el gráfico arriba está basado en: Borras Jr., S. M., J. Franco, et al. (2012). Tendencias políticas en disputa para la gobernanza global del 
acaparamiento de tierras. Documento de debate, Programa Justicia Agraria del TNI. Ámsterdam, Transnational Institute (TNI).

Conclusión:  
por una inversión agrícola 
‘responsable’

grado, ser progresista, su incapacidad de plantear cuestiones 
más profundas sobre el modelo de desarrollo que sustenta 
su postura de política, así como un exceso de optimismo en 
el potencial de la responsabilidad social corporativa, significa 
que no puede servir de base para garantizar y defender los 
derechos de los pobres rurales.

Por desgracia, en la práctica actual, es la primera tendencia 
–en ocasiones, y con diversos matices, complementada por 
la segunda– la que domina. En este escenario, la inversión 
y los derechos humanos se encuentran enfrentados con 
demasiada frecuencia. Esto puede parecer a veces un 
obstáculo insuperable, ya que los acuerdos de comercio e 
inversión ‛vinculantes’ se enfrentan a las diversas directrices 
y principios voluntarios u orientativos.

Sin embargo, a pesar de su nombre, instrumentos normati-
vos como las ‛Directrices voluntarias sobre el derecho a la 
alimentación’ o las ‛Directrices voluntarias sobre la gober-
nanza responsable de la tenencia de la tierra, la pesca y los 
bosques’ no son de hecho tan voluntarias, puesto que se 
basan en el marco existente de derechos humanos que  
confiere a los Estados deberes y obligaciones.

En última instancia, ninguna ley –ya sea vinculante o no– se 
aplica ni se regula por sí misma. Los derechos siempre se 
reivindicarán y las leyes siempre se aplicarán a través de 
las luchas sobre el terreno y la interacción entre Estado y 
sociedad. Las propuestas normativas de este informe se 
presentan con ese espíritu.

En este informe se han definido las inversiones positivas como 
aquellas que: 

•	 están enraizadas en el marco de los derechos humanos

•	 se basan en un concepto holístico de inversión 

•	 priorizan las inversiones por y para los pequeños 
productores de alimentos

•	 son capaces de parar e invertir el acaparamiento de tierra 
y recursos

Estos criterios no solo definen las bases de referencia para 
evaluar las inversiones, sino que también establecen una 
agenda proactiva para que los Estados hagan efectivo el 
Derecho a la Alimentación a través de inversiones públicas 
de apoyo a las inversiones realizadas por los productores de 
alimentos a pequeña escala. 

En medio de ‛la maraña normativa’ de instrumentos que rigen 
las transacciones de tierras a gran escala, se pueden identi-
ficar tres tendencias políticas encontradas. Cada uno de ellas 
tiene diferentes implicaciones para lo que se considera una 
inversión ‛responsable’ (véase el Gráfico 1).

Este informe sitúa las inversiones ‛responsables’ en la órbita 
de la tercera tendencia política. Se trata de la tendencia que 
está más firmemente arraigada en un enfoque de derechos 
humanos que prioriza de forma explícita las necesidades de 
los grupos pobres, vulnerables y marginados en el discurso 
normativo. Si bien la segunda tendencia puede, en cierto 

En paralelo a la carrera para apropiarse de tierras y 
recursos, se da también una carrera para definir qué 
es una inversión positiva (o ‘responsable’). Vista la 
falta de consenso sobre qué constituye una inversión 
responsable, cómo se puede supervisar y cómo podría 
aplicarse, la diferencia entre una ‛inversión’ productiva 
y un ‛acaparamiento’ ilegítimo no está tan clara.
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